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INTRODUCCIÓN

La trata de personas es un fenómeno mundial vinculado a los movi-
mientos y migraciones nacionales e internacionales, que tiene como
víctimas principales a las mujeres de todas las edades y a las niñas y
niños, y surge cada vez con mayor intensidad a causa de la mundia-
lización económica, la feminización de la migración, entre otros fac-
tores. Muchas de las violaciones de derechos humanos cometidas
durante la trata de personas se dirigen específicamente hacia las
mujeres2, por lo que el sexo y la edad de la víctima deben ser consi-
derados relevantes para la aplicación de políticas.

Trata de mujeres con fines de
explotación sexual, una forma

de esclavitud moderna
María Molinas Cabrera

 Coordinación de Mujeres del Paraguay (CMP)
Elba Núñez Benítez,

Comité de América Latina y el Caribe para la Defensa
de los Derechos de la Mujer (Cladem) - Paraguay1

1 El presente informe toma como base y amplía el art. 6 del informe sombra preliminar
sobre el estado de cumplimiento de la Convención sobre la Eliminación de Todas
las Formas de Discriminación contra la Mujer (Cedaw) por parte del Estado para-
guayo, elaborado conjuntamente por un equipo de redactoras del Cladem y de la
CMP para su presentación en la sesión 32º del comité de la Cedaw, en enero de
2005, y que fue sometido a un proceso de consulta ciudadana.

2 Coomaraswamy, Radhika. “Integración de los derechos humanos de la mujer y la
perspectiva de género. La violencia contra la mujer”. Informe de Relatora Especial
sobre la violencia contra la mujer, con inclusión de sus causas y consecuencias,
sobre la trata de mujeres, la migración de mujeres y la violencia contra la mujer,
presentado de conformidad con la resolución 1997/44 de la Comisión de Derechos
Humanos. Naciones Unidas, Consejo Económico y Social, Comisión de Derechos
Humanos, 56º período de sesiones, 2000. E/CN.4/2000/68, párr. 1.

La trata de personas es una forma de esclavitud moderna
vinculada directamente a la pobreza y las desigualdades so-
ciales, constituyendo uno de los crímenes más brutales de la
historia de la humanidad, al que mujeres y niños están mayo-
ritariamente expuestos. Paraguay es uno de los países más
pobres y desiguales del mundo y la trata es un fenómeno que
empieza a verse como un iceberg, por lo que requiere de la
acción urgente, integral y eficaz del Estado, con un enfoque
de derechos que proteja a las víctimas, y evite el estanca-
miento en acciones represivas aisladas sin justicia real.
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La trata constituye una forma análoga de esclavitud, pues implica
intercambio comercial con seres humanos y su sujeción a la explota-
ción o trabajos forzados. Entre sus principales causas se encuentran
la miseria, la falta de oportunidades y las desigualdades que afectan
a amplias poblaciones generando exclusión. Las formas de explota-
ción de las víctimas de trata son variadas, pero en el presente artícu-
lo nos concentraremos en la trata de mujeres y niñas con fines de
explotación sexual, por ser un tema que recientemente surgió a la luz
pública con gran intensidad a partir de denuncias de víctimas y la
muerte de una joven en una ciudad española, sin ignorar que este
problema está en conexión con las demás modalidades de trata de
personas3.

Paraguay es considerado actualmente uno de los principales países
de origen de las mujeres traficadas, según la Organización Interna-
cional de Migraciones (OIM). En el año 2003 trascendieron dos ca-
sos de redes de prostitución desbaratadas en España, en las que
fueron detenidas muchas mujeres paraguayas y también proxenetas
paraguayos4. El tráfico hacia Buenos Aires también ha trascendido a
partir de denuncias públicas sobre mujeres adolescentes que son
llevadas con el atractivo de conseguirles un “buen trabajo”5, lo que
nos remite a la situación desatendida de desigualdades sociales y
crisis agudizada, en la cual las escasas oportunidades de empleo
adecuado constituyen un factor económico preponderante de expo-
sición a la vulnerabilidad para las mujeres adultas, jóvenes, adoles-
centes y niñas.

En los instrumentos del derecho internacional el concepto de trata ha
variado históricamente, asociado inicialmente al tráfico de mujeres
blancas para la prostitución (trata de blancas). No ha contado con
una definición amplia sino hasta el Protocolo para Prevenir, Reprimir
y Sancionar la Trata de Personas, especialmente mujeres y niños,
que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la
Delincuencia Organizada Transnacional (Palermo, 2000), Ley 2.396/
04 ratificada recientemente por Paraguay. En su artículo 3 se define:

“a) La trata de personas es la captación, el transporte, el traslado,
la acogida o la recepción de personas, recurriendo a la amena-
za o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al
fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de vul-

3 Por ejemplo, el trabajo infantil doméstico en hogares de terceros y el sistema de
criaditas y criaditos en Paraguay son formas de trata de personas que afectan prin-
cipalmente a niñas y adolescentes, que requiere ser atendido en un abordaje inte-
gral del problema.

4   Martínez, Ofelia. “El tráfico de mujeres”, en Informativo Mujer, año 16, N° 169, mayo/
junio de 2004, Asunción, Centro de Documentación y Estudios (CDE), pág. 55.

5  Ibid.
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nerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o beneficios
para obtener el consentimiento de una persona que tenga auto-
ridad sobre otra, con fines de explotación. Esta explotación in-
cluirá, como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u
otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios for-
zados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la
servidumbre o la extracción de órganos.

“b) El consentimiento dado por la víctima de la trata de personas a
toda forma de explotación que se tenga la intención de realizar
descrita en el apartado a) del presente artículo no se tendrá en
cuenta cuando se haya recurrido a cualquiera de los medios
enunciados en dicho apartado.

“c) La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción
de un niño con fines de explotación se considerará trata de per-
sonas incluso cuando no se recurra a ninguno de los medios
enunciados en el apartado a) del presente artículo”.

El carácter forzado de la trata es lo que la diferencia del tráfico de
personas, y este punto ha sido tema de amplio debate, pues la pre-
sunción de consentimiento o no consentimiento es un tema complejo
de definir, y es una situación que puede variar de un momento a otro,
dependiendo del contexto y de las relaciones de poder en juego, por
lo que es preciso manejar un sentido amplio sobre el consentimiento
informado. De otro modo se corre el riesgo de originar sobrevictimi-
zación por el hecho de que en la práctica se busque probar primero si
hubo consentimiento de la víctima.

Debe señalarse que la trata puede implicar el tráfico a través de fron-
teras nacionales o internacionales, y que este traslado coloca a la
víctima en condición de vulnerabilidad cuando queda “aislada cultu-
ral, lingüística o físicamente, y se le deniega la identidad jurídica o el
acceso a la justicia”6. Asimismo, es muy importante no confundir el
concepto de trata con la migración ilegal y evitar la aplicación de
medidas que restrinjan la libre circulación de las mujeres.

Marco legal e institucional

Paraguay cuenta desde 1992 con una disposición constitucional que
“establece la responsabilidad conjunta de la familia, la sociedad y el Es-
tado de garantizar al niño y la niña su desarrollo armónico integral, así
como el ejercicio pleno de sus derechos, protegiéndolo contra el aban-
dono, la desnutrición, la violencia, el abuso, el tráfico y la explotación”7.

6 Coomaraswamy,  Radhika. Op.cit., párr.15.
7 Constitución de la República del Paraguay (1992), artículo 54 “De la protección al

niño”.
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Y desde el año 1997 el Código Penal sancionado establece penali-
zaciones específicas: el comercio sexual libre entre personas adul-
tas y la prostitución voluntaria no constituyen delito penal, pero sí la
trata de personas (art. 129), el proxenetismo (art. 139)  y la rufianería
(art. 140). Sin embargo, no se establece sanción penal para el que
participa como “cliente” en situaciones de explotación sexual comer-
cial infantil y adolescente, aunque pueden aplicarse otras tipificaciones
y penalizaciones vinculadas8.

Pero incluso en los casos en que existen sanciones específicas para
los responsables de comerciar sexualmente con mujeres, niñas o
adolescentes, la principal medida implementada por el Estado para-
guayo consiste en la realización de “redadas” policiales, en las que la
víctima de explotación sexual es tomada presa y tratada como delin-
cuente, mientras que los delincuentes reales quedan en libertad e
impunes9, aunque existen indicaciones específicas en  la normativa
de la Ley Orgánica Municipal10, que dispone entre sus funciones pre-
venir y reprimir las actividades relacionadas con el tráfico ilegal de
personas, especialmente mujeres y niñas y niños.

En general, las actuaciones del Estado paraguayo son aún muy inci-
pientes frente a la magnitud y complejidad del problema. Las res-
puestas han sido mayoritariamente reactivas y de carácter represivo
frente a la emergencia de denuncias o acciones de otros países, aun-
que deben resaltarse la existencia de iniciativas recientes con un
enfoque de coordinación y cooperación interinstitucional, que requie-
ren ser continuadas y fortalecidas.

Una de estas iniciativas constituye el Proyecto PR-T1012 “Apoyo a la
lucha contra el tráfico de personas, especialmente mujeres, niñas y
niños”, financiado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y
que se encuentra implementado por el Ministerio de Relaciones Ex-
teriores (MRE)11. También se ha  conformado una mesa interinstitu-
cional coordinada por el MRE, integrada por la OIM, la Secretaría de
la Mujer de la Presidencia de la República (SMPR), la Secretaría
Nacional de la Niñez y la Adolescencia, el Ministerio Público, la Poli-
cía Nacional, la Municipalidad de Asunción, la organización no gu-
bernamental Luna Nueva, el Foro de Mujeres del Mercosur, la Secre-
taría de Repatriados y la Secretaría de Turismo.

8 Molinas, María y Vallovera, Luis. “Guía para formadores de opinión: conceptos y
orientaciones para el abordaje de la explotación sexual comercial infantil”. Programa
de Prevención y Eliminación de la Explotación Sexual Comercial de Niños, Niñas y
Adolescentes en la frontera Paraguay – Brasil. OIT/IPEC. Asunción, 2000, pág. 12.

9 Ibíd.
10 Art. 6 de la Ley Nº 222.
11  Información proveída por Graciela Zelaya, funcionaria de la Secretaría de la Mujer,

noviembre de 2001.
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Asimismo, en el nivel municipal, a partir de la emergencia de nume-
rosas denuncias de mujeres víctimas de tráfico con fines de explota-
ción sexual, la concejala Ana María Ferreira presentó una minuta
ante la Junta Municipal de Asunción y gracias a esto se emitió una
resolución por la cual se “comprometen los esfuerzos de la Junta
Municipal en acciones tendientes a la erradicación de personas con
fines de explotación sexual dentro de su compromiso de prevenir
todas las formas de discriminación contra las mujeres y el respeto de
los derechos humanos”12.

También recientemente se estableció el Plan Nacional de Erradica-
ción de la Explotación Sexual Comercial de Niños, Niñas y Adoles-
centes como parte de las políticas sociolaborales y de la Niñez y la
Adolescencia13, cuyo aspecto positivo ha sido su elaboración en el
marco de un proceso participativo impulsado por actores claves de la
sociedad civil, con apoyo de organismos internacionales. El proble-
ma es que en los hechos no se cuenta con los recursos económicos
ni con el equipo técnico adecuado para llevarla a la práctica.

Otro ejemplo constituye el II Programa de Igualdad de Oportunidades
entre Mujeres y Hombres 2003-2007, que no cuenta con un programa
específico de prevención, protección o reinserción para víctimas de trá-
fico con fines de explotación sexual14. Además, el presupuesto de la
SMPR representa el 0,1% del Presupuesto General de Gastos de la
Nación15, lo que constituye un indicador de debilidad institucional.

Fuera de la acción del Estado, tampoco existen programas específi-
cos y planes de acción para la rehabilitación y protección de las víc-
timas de trata o explotación sexual infantil, sólo algunas experiencias
de casos particulares, como el Hogar María Reina o la Fundación
Remar, que no atienden con especificidad a víctimas de trata, pero
dan servicios a grupos de niños y niñas en situación de vulnerabili-
dad. Únicamente la organización Luna Nueva cuenta con un centro
de atención a niñas y adolescentes explotadas sexualmente16 y está
trabajando en una investigación sobre tráfico de mujeres.

Por otra parte, existen programas que con relación al tráfico de niños
y niñas, tanto interno como externo, han logrado avances con la par-
ticipación de organismos gubernamentales y no gubernamentales,

12 Resolución Nº 3.231/04. Junta Municipal de Asunción, 19 de mayo de 2004.
13 Decreto presidencial Nº 2.616 del 31 de mayo de 2004.
14 Intervención de la doctora Claudia García, Directora Sectorial de la SMPR. Véase

relatorio del seminario “Tráfico de personas con fines de explotación sexual” (di-
ciembre de 2003). MRE, Dirección de Política Bilateral, Mesa para Asuntos Espe-
ciales y la OIM. Asunción, pág. 34.

15 Ibíd.
16 Información proveída por Marta Diarte, funcionaria de la SMPR. Doc. del 27 de abril

de 2004.
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uno de ellos sobre explotación sexual en la zona de la llamada Triple
Frontera17, y el otro sobre trabajo infantil doméstico y criadazgo. Es-
tas cuestiones están fuertemente vinculadas a la trata de personas
con fines de explotación sexual y deben ser ampliadas y fortalecidas,
como por ejemplo el servicio de denuncia telefónica en la Triple Fron-
tera y las instancias de coordinación interinstitucional.

Pero en general la trata de personas, la explotación de la prostitución
de la mujer y la prostitución forzada constituyen zonas oscuras sobre
las cuales el Estado paraguayo no ha investigado suficientemente,
no ha desarrollado servicios específicos ni se ha ocupado de aplicar
la legislación existente en forma suficiente. Tampoco se ha podido
actuar con eficacia ante la sospecha de la existencia de mafias de
tráfico y trata de personas, pues por su vinculación a través de pre-
bendas con personal policial y otros agentes estatales son inaccesi-
bles y los responsables permanecen casi siempre impunes ante la
actuación del sistema de justicia.

A pesar de que se han realizado denuncias concretas de víctimas
directas de tráfico, la justicia paraguaya no ha podido llegar a los
principales imputados. Uno de los obstáculos es la existencia de cóm-
plices dentro de las mismas instituciones públicas involucradas, em-
pezando por el Departamento de Identificaciones de la Policía Nacio-
nal, el Ministerio del Interior y el MRE. “De otro modo no se puede
explicar cómo esta gente obtiene pasaportes y visaciones en dos o
tres días, cuando por los canales ordinarios establecidos demora entre
dos semanas a tres meses”18, según afirmaciones de un fiscal de una
de las causas abiertas por tráfico.

También debe destacarse el impulso positivo de acciones de diálogo
y articulación interinstitucional. En el 2004 se han registrado dos ini-
ciativas de discusión y diálogo sobre el tráfico de mujeres, una de
ellas impulsada por el MRE, y otra por la Comisión de Equidad de
Género de la Junta Municipal de Asunción. Ambos eventos han abierto
oportunidades de socialización de experiencias y conocimientos so-
bre el tema, así como de coordinación entre sectores gubernamenta-
les, no gubernamentales e internacionales, que requieren de conti-
nuidad para concretar las ideas en políticas integrales y efectivas.

A partir del seminario “Tráfico de personas con fines de explotación
sexual”, organizado por el MRE con la OIM, desde abril está funcio-
nando una mesa de trabajo interinstitucional en el marco de una

17 De la Organización Internacional del Trabajo (OIT).
18 Afirmaciones del fiscal Pedro Alderete con respecto a la denuncia de una joven que

dijo ser víctima de tráfico para ser explotada sexualmente en España. Véase Martínez,
Ofelia. “El tráfico de mujeres”, en Informativo Mujer, año 16, N° 169, mayo/junio de
2004, Asunción, CDE, pág. 55.
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cooperación con el BID, que fue mencionada precedentemente. En
otra instancia se está gestando la formulación de un plan nacional, y
de un proyecto de cooperación a ser ejecutado por la SMPR para
instalar un servicio de denuncia telefónica nacional y un centro de
atención a víctimas de tráfico19, en el marco de una carta convenio
suscrita por los gobiernos de Paraguay y de Estados Unidos de Amé-
rica, en la que “acuerdan establecer y apoyar un proyecto diseñado a
mejorar las capacidades institucionales del gobierno del Paraguay
para implementar medidas efectivas contra el crimen transnacional y
organizado, incluyendo el tráfico de personas”20.

Resulta fundamental la concreción de este tipo de proyectos, pero lo
preocupante es que la atención de la problemática de trata dependa
casi exclusivamente de la cooperación externa, por lo que los pro-
yectos en curso generalmente pierden continuidad cuando los fon-
dos externos no están disponibles.  Debe señalarse también que para
la prevención y erradicación de la trata se debe priorizar un enfoque
de derechos para lograr la prevención, atención y protección de la
víctima, considerando su edad y sexo, porque un accionar centrado
en la represión del delito y el control de la migración ilícita no es
adecuado y hasta puede tener efectos negativos en las víctimas, tal
como lo ha señalado la relatora especial de las Naciones Unidas so-
bre la violencia contra la mujer21

Convenciones, tratados y acuerdos
internacionales

En el último año Paraguay ha avanzado bastante en términos de rati-
ficación de instrumentos internacionales respecto a la trata de perso-
nas, como el Protocolo Facultativo a la Convención sobre los Dere-
chos del Niño relativo a la Venta de Niños, la Prostitución y la Porno-
grafía Infantil; la Convención de Naciones Unidas contra la Delicuencia
Organizada Transnacional y su Protocolo para Prevenir, Reprimir y
Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños
(Palermo, 2000). Los instrumentos internacionales ratificados pasan
a formar parte del ordenamiento legal paraguayo en segundo lugar
de prelación luego de la Constitución Nacional22.

Adicionalmente los documentos de la Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos de 1993 y la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer
de 1995 piden a los gobiernos que trabajen contra la trata de perso-
nas. En la Declaración del Programa de Acción de Viena se aborda la

19 Entrevista a Isa Ferreira, directora de Programa, OIT- Paraguay.
20 La implementación de este proyecto estaría a cargo de la SMPR. Información

proveída por Graciela Zelaya, funcionaria de dicha secretaría, noviembre de 2001.
21 Coomaraswamy, Radhika. Op. cit. passim.
22 Constitución de la República del Paraguay, 1992. Artículo 147.
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Tabla 1: instrumentos internacionales
 relacionados a la trata de personas

“trata internacional” como forma de violencia basada en el género23.
La Plataforma para la Acción de Beijing, por su parte, aborda más
ampliamente el fenómeno y exhorta a los gobiernos a que adopten
medidas apropiadas para abordar las causas fundamentales, inclui-
dos los factores externos, que promueven la trata de mujeres y niñas
para fines de prostitución y otras formas de sexo comercializado, los
matrimonios forzados y el trabajo forzado, con el objeto de eliminar la
trata de mujeres. Entre ellas se encuentran las medidas encamina-
das a proteger mejor los derechos de las mujeres y las niñas y a
castigar a los autores por la vía penal y civil24.

Como puede verse en la tabla 125, Paraguay ha sido signatario de
convenciones, tratados, protocolos y declaraciones internacionales
fundamentales, pero hace falta aún armonizar las leyes y políticas de
Estado para cumplir con los compromisos contraídos formalmente.

23 Coomaraswamy, Radhika. Párr. 32. Op.cit.
24 Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, Beijing (1995). Plataforma de Acción, A/

CONF.177/20, Objetivo Estratégico D3; párr. 130b.
25 Elaboración basada en “Las posibilidades de armonización a partir de la firma de

acuerdos internacionales”, en Sprandel, Marcia Anita (coord.)  y cols. “La explota-
ción sexual comercial de niños, niñas y adolescentes en las legislaciones de Argen-
tina, Brasil, Paraguay: alternativas de armonización para el Mercosur”. OIT, 2004.
Capítulo 2, págs. 81 a 86; b) Bonelli Jáudenes, Elena y cols. (coord.). “Tráfico e
inmigración de mujeres en España. Colombianas y ecuatorianas en los servicios
domésticos y sexuales”. ACSUR-Las Segovias. s.l.n.a., págs. 28-33 y c)
Coomaraswamy,  Radhika. “Integración de los derechos humanos de la mujer y la
perspectiva de género. La violencia contra la mujer”. Informe de relatora especial
sobre la violencia contra la mujer, con inclusión de sus causas y consecuencias,
sobre la trata de mujeres, la migración de mujeres y la violencia contra la mujer,
presentado de conformidad con la resolución 1997/44 de la Comisión de Derechos
Humanos. Naciones Unidas, Consejo Económico y Social, 56º período de sesiones,
2000. E/CN.4/2000/68. Págs. 18 a 34.

Instrumento/ratificación Contenido

Convenio para la Represión del
Tráfico de Personas y de la Ex-
plotación y Prostitución (1949).
Paraguay no es signatario.

Convención de las Naciones
Unidas sobre Eliminación de
todas las Formas de Discrimi-
nación contra la Mujer (Cedaw
1979). Ratificado: Ley 1.215/86.

Protocolo sobre la Convención
para la Eliminación de todas
las Formas de Discriminación
contra la Mujer. Ratificado: Ley
1.683/01.

Pretende penalizar los actos relacionados con la prosti-
tución, pero no la prostitución en sí. Limita la definición
de trata de mujeres a la trata con fines de prostitución.

El artículo 6 requiere que los Estados Parte actúen para
suprimir todas las formas de la trata de mujeres y la
explotación de la prostitución de la mujer y la recomen-
dación general 19 del Cedaw define parámetros de la
explotación de la prostitución.

Se reconoce al Cedaw  la competencia de recibir y con-
siderar denuncias de las víctimas directas por la viola-
ción de derechos contemplados en la convención y exigir
reparación de las libertades y los derechos afectados.
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a los Estados Parte a determinar los medios tendientes a
evitar que las niñas y los niños sean víctimas de todo tipo
de explotación y especialmente de explotación sexual.

Menciona explícitamente el tráfico de personas y la prosti-
tución coactiva como formas de violencia contra la mujer.
Los Estados Parte de la convención están llamados a con-
denar el tráfico y a dictar normas para prevenirlo, sancio-
narlo y erradicarlo.

Obliga al Estado a adoptar medidas inmediatas y eficaces
para combatir toda forma de esclavitud o prácticas análo-
gas, como la venta y tráfico de niñas  y niños, la servidum-
bre por deudas y la condición de siervo, y el trabajo forzo-
so u obligatorio. Prohíbe la utilización, reclutamiento y oferta
de niñas y niños para la prostitución, pornografía o actua-
ciones pornográficas. La recomendación 190 incluye la nece-
sidad de revisión y armonización de la legislación nacional,
así como la necesidad de simplificar los procedimientos judi-
ciales y administrativos.

Incluye la esclavitud en su lista de crímenes contra la huma-
nidad (art. 71). Y define como “esclavitud” el ejercicio de los
atributos del derecho de propiedad sobre una persona, o de
algunos de ellos, incluido el ejercicio de esos atributos en la
trata de personas, en particular de mujeres, niñas y niños26.

Busca sancionar específicamente el tráfico de niñas y ni-
ños con fines de explotación sexual comercial en el exte-
rior y frenar el turismo sexual.

Prevé la prevención, investigación, instrucción y juicios de
crímenes relacionados a la participación en un grupo cri-
minal organizado.

Ofrece una definición de trata y constituye el primer instru-
mento que pretende abordar con carácter universal todos los
aspectos de la trata de personas. Reconoce la necesidad de
un enfoque amplio e internacional en los países de origen,
tránsito y destino para combatir eficazmente la trata de per-
sonas. Incluye medidas para prevenir dicha trata, sancionar a
los traficantes y proteger a las víctimas, en particular ampa-
rando sus derechos humanos internacionalmente reconocidos.

Introduce una definición de tráfico ilícito y prevé medidas
para luchar contra este fenómeno a través de la coopera-
ción entre Estados de origen y de acogida. También trata
de promover medidas para la protección de los derechos
de las personas que son objeto de tráfico ilícito.

Instrumento/ratificación Contenido

Convención de las Naciones
Unidas sobre los Derechos del
Niño (1989). Ratificado: Ley 57/
90.

Convención Interamericana para
Prevenir, Sancionar y Erradicar la
Violencia contra la Mujer, “Con-
vención de Belém do Pará”
(1994). Ratificado: Ley 605/95.

Convenio 182 y recomendación
190 de la OIT sobre las peores
formas de trabajo infantil (1999).
Ratificado: Ley 1.657/01.

Estatuto de Roma del Tribunal
Penal Internacional (1998). Ra-
tificado: Ley 1.663/01.

Protocolo Facultativo de la Con-
vención sobre los Derechos del
Niño relativo a la Venta de Niños,
la Prostitución Infantil y la utiliza-
ción de Niños en la Pornografía
(2000). Ratificado: Ley 2.134/03.

Convención de las Naciones Uni-
das contra la Delincuencia Orga-
nizada Internacional (Palermo,
2000). Ratificado:Ley 2.298/03.

Protocolo para Prevenir, Reprimir
y Sancionar la Trata de Personas,
especialmente Mujeres y Niños,
de 2000, que complementa la
Convención de las Naciones Uni-
das contra la Delincuencia Orga-
nizada Transnacional (Palermo,
2000). Ratificado, Ley 2.396/04.

Protocolo contra el Tráfico Ilícito de
Migrantes por Tierra, Mar y Aire,
que complementa la Convención
de las Naciones Unidas contra la
Delincuencia Organizada Transna-
cional (Palermo, 2000).  Paraguay
no es signatario.
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26 Entrevista a Isa Ferreira, directora de Programa, OIT - Paraguay.
27 Doc. ONU CRC/C/15/Add.166, 6 de noviembre del 2001. párr. 49-50; Doc. ONU

CRC/15/Add.75, 18 de junio de 1997, párr. 47.

Debe destacarse también que en febrero de este año se realizó una
misión oficial del relator de Naciones Unidas sobre la Venta de Ni-
ños, la Prostitución y Pornografia Infantil, Juan Petit, quien recorrió
gran parte del país para producir su informe. Esto fue gestionado por
la Cancillería, y está pendiente el envío de su informe oficial al go-
bierno paraguayo con el análisis de los problemas encontrados y las
recomendaciones26, lo que puede constituirse en una herramienta
para configurar políticas. Debe señalarse que con respecto a la ex-
plotación sexual comercial infantil el Estado paraguayo ya fue obser-
vado en reiteradas ocasiones por el Comité de Derechos del Niño de
las Naciones Unidas27.

CasosCasosCasosCasosCasos

La trata de mujeres en Paraguay es un fenómeno poco investigado,
por la dificultad de constituir un fenómeno donde operan redes clan-
destinas en complicidad con agentes del Estado. En vista de que no
hemos podido acceder a registros oficiales sistematizados, hemos
relevado casos de medios de prensa con un carácter meramente
ilustrativo (ver tabla 2).

En muchos casos el punto de partida para develar la existencia de
redes de trata constituye la denuncia de las propias víctimas, a pesar
del estigma social que representa esta situación al hacerse pública.
Los medios de comunicación masivos han tenido un papel funda-
mental en la difusión del tema como un problema de interés social.
No obstante, debe señalarse la necesidad urgente de cumplir con la
protección de la identidad e imagen de las víctimas, pues de lo con-
trario pueden tener como efecto la doble victimización. Debe consi-
derarse al respecto que una de las principales barreras que tienen
las víctimas para realizar una denuncia o buscar ayuda es la amena-
za directa por parte del tratante de hacer pública la condición de la
mujer explotada, lo que constituye un disuasivo poderoso por el te-
mor a dañar a sus familiares o a la vergüenza y menoscabo públicos
en sus lugares de origen.

En la prensa local e internacional se publicaron casos de mujeres
víctimas que relataron haber sido llevadas a países vecinos y euro-
peos principalmente, engañadas con promesas de trabajo, en condi-
ción de ilegales y con documentos de identidad falsos, cuando en
realidad sus captores las convertían en esclavas sexuales.

El fiscal de Villarrica, Pedro Alderete, intervino y denunció una red de
prostitución de jóvenes pobres, procedentes del departamento de
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Guairá. La investigación que iniciara esta Fiscalía posibilitaron la de-
tención de tres españoles, un portugués, un dominicano y una para-
guaya que operaban desde España. Esta red tenía conexiones en
Paraguay con encargados de la captación de las mujeres.

En las intervenciones de los casos denunciados como trata de muje-
res y niñas se ha podido constatar que ésta funciona a través de
redes de reclutadores, proxenetas y empresarios, con la complicidad
de funcionarios corruptos que proveen a los tratantes de documen-
tos para las víctimas, siendo objeto de denuncias el Departamento
de Identificaciones de la Policía Nacional.

La prensa local también ha difundido el caso de Victoria, procedente
de la ciudad de Presidente Franco, que decidió no abordar el avión y
escaparse, pero fue obligada por la Policía Nacional a ingresar al
área restringida y tomar el avión, lo cual muestra la complicidad poli-
cial con la que se opera en estos casos.  En este caso fue labrada un
acta por los funcionarios de Migraciones del aeropuerto28.

En varias noticias se señala que la forma de operar de las redes es
similar en distintos países: captan a las mujeres en situación de ne-
cesidad, a las que ofrecen pagar la totalidad de los gastos del viaje al
país de destino, prometen trabajos como empleadas de supermerca-
do o camareras, pero al llegar al país de destino les retiran el pasa-
porte y el dinero previamente entregado en su país de origen y las
obligan a la prostitución. Estos hechos resaltan la atención sobre la
necesidad de programas que apunten a los factores sociales y es-
tructurales de riesgo.

28 Diario Abc Color Digital. Edición del jueves 3 de junio de 2004.
29No debe darse a estos datos sistematizados un carácter exhaustivo sino ilustrativo.

Los datos de prensa fueron tomados de la página web del diario Abc Color Digital,
Asunción, Paraguay (http://www.abc.com.py), razón por la cual no es posible con-
signar las páginas de aparición de las noticias.

Hecho

Tráfico de personas como
tercer negocio más lucrativo
del mundo después del de
las armas y las drogas (Ci-
mac Noticias , 23 de diciem-
bre de 2003).

Embajada de Paraguay en
España recibe instrucciones
de asistir a las mujeres pa-
raguayas que trabajan en
burdeles (diario Abc Color,
13 de mayo de 2004).

Actores

Fondo de Pobla-
ción de las Nacio-
nes Unidas (Un-
fpa), Cruz Roja y
Media Luna Roja,
OIM y CIA.

Embajador de
Paraguay en Es-
paña, fiscal.

Acción implementada

Presentación de informes sobre que en
Paraguay a inicios de diciembre fue desar-
ticulada una red que se dedicaba al tráfico
de mujeres desde nuestro país hacia Ar-
gentina y España.

Fiscal de Villarrica remitió nota a canciller
para identificar a las compatriotas e inte-
riorizarse de su situación de residencia le-
gal y laboral,  a fin de evitar explotaciones
de supuestos empresarios paraguayos y
españoles.

Tabla 2: noticias sobre trata de mujeres paraguayas con fines de
explotación sexual29
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Hecho

Concejala Ana María Ferrei-
ra solicitará al pleno de la
corporación legislativa emi-
tir una resolución por la que
se comprometan esfuerzos
con las acciones tendientes
a su erradicación del tráfico
de personas con fines de
explotación sexual (diario
Abc Color, 13 de mayo de
2004).

Unas 500 mujeres paragua-
yas que fueron llevadas bajo
engaño y con promesa de
buen trabajo a España se
estarían dedicando a la
prostitución, según informe
fiscal (diario Abc Color, 14 de
mayo de 2004).

A embajador paraguayo en
España no le agrada la ins-
trucción que ha recibido de
la canciller de asistir a las
500 paraguayas que traba-
jan en burdeles en dicho
país europeo, pues no es su
función investigar estos ca-
sos (diario Abc Color, 14 de
mayo de 2004).

Informe de España al gobier-
no paraguayo sobre situa-
ción irregular de 36 paragua-
yas que trabajan en burde-
les (diario Abc Color, 18 de
mayo de 2004).

Actores

Concejala de la
Junta Municipal
de Asunción.

Fiscal investiga-
dor y policía.

Embajador, can-
ciller, consulesa y
fiscal.

Embajador para-
guayo en España,
oficina consular
de la Embajada
Paraguaya y auto-
ridades policiales
españolas de la
Guardia Civil de
San Clemente.

Acción implementada

La resolución busca combatir la invisibili-
zación del tráfico de mujeres con fines de
explotación sexual, urge que la intenden-
cia proceda a la verificación de las paten-
tes de todas las agencias de empleo y de
viajes y turismo a través de la Dirección de
Inspectoría Municipal. Plantea la capacita-
ción de los funcionarios de seguridad des-
tacados en la Terminal de Omnibus,  Mer-
cado 4 y Mercado de Abasto para la identi-
ficación de posibles víctimas y que puedan
realizar la denuncia correspondiente.

Fiscal recibió informe de la Embajada de
Paraguay en España y dio a conocer acuer-
do de cooperación penal entre Paraguay y
España,  que se pondrá en práctica y ha-
brá diligencias judiciales en ese país para
realizar un seguimiento del caso.

Embajador señala que no es “tarea diplo-
mática” ubicar a las compatriotas y ente-
rarse de cómo viven en España. Se inició
una averiguación de los lugares y en qué
condiciones viven las paraguayas que tra-
bajan dentro de su jurisdicción para ofre-
cerles ayuda.

Pedido de informe de la canciller paragua-
ya,  Leila Rachid,  al embajador paraguayo
en España,  Julio César Frutos.
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Hecho Actores Acción implementada

Red de tráfico de personas
hacia España y Francia está
actuando en esta zona del
país con protección de efecti-
vos policiales (diario Abc Co-
lor, 3 de junio de 2004).
Denuncia de desidia del Mi-
nisterio Público y la presunta
complicidad de policías del
Puesto Nº 2 del aeropuerto in-
ternacional Guaraní en he-
chos  vinculados a trata (diario
Abc Color, 4 de junio de 2004).

Denuncia de desidia del Mi-
nisterio Público y la presun-
ta complicidad de policías
del Puesto Nº 2 del aero-
puerto internacional Guara-
ní en hechos  vinculados a
trata (diario Abc Color, 4 de
junio de 2004).

Joven mujer denuncia ante la
Fiscalía supuesta existencia de
una red de trata que operaba
en España con nexos en Colo-
nia Independencia (diario Abc
Color, 10 de junio de 2004).

Desactivan en España redes
que obligaban a brasileñas,
paraguayas, argentinas y
colombianas a prostituirse
(diario Abc Color, 10 de ju-
nio de 2004).

Paraguay aprobó la Conven-
ción de Naciones Unidas
para Prevenir, Reprimir y
Sancionar la Trata de Perso-
nas, especialmente Mujeres y
Niños (11 de junio de 2004).

Para OIM, Paraguay pasó a
ser uno de los mayores emi-
sores de mujeres para la ex-
plotación sexual en los últi-
mos años (Argenpress.Info,
4 de julio de 2004).

Mujeres trafica-
das. Migraciones.
Policía Nacional.
Acompañante de
las traficadas.

Funcionaria de la
municipalidad lo-
cal, efectivos po-
liciales y respon-
sables de Trans-
portes Aéreos del
Mercosur. Denun-
ciante: víctima.

Intervención del
fiscal de Villarri-
ca, Pedro Aldere-
te, para investigar
el hecho. Denun-
ciante: víctima.

Policía española
e Interpol.

Cancillería Na-
cional. Embaja-
dor de España en
Paraguay.

Fiscalía. Secreta-
ría de la Mujer.
Ministerio Públi-
co. Embajada de
Paraguay en Ma-
drid.

Complicidad de policía. Funcionarios de
Migraciones labraron acta de lo sucedido.
Mujer víctima se fuga del aeropuerto.

Fiscalía llamaría a declarar a involucrados.

Imputación a Mario González y Raúl Mai-
dana,  pero con eximición de prisión otor-
gada por el juez Rubén Darío Talavera.

Detención de redes calificadas como máxi-
mas responsables de una organización
dedicada a introducir ilegalmente a muje-
res paraguayas,  a las que explotaba en la
práctica de la prostitución. Detención de
mujeres en situación irregular.

Acuerdo de cooperación penal entre Para-
guay y España se pondrá en práctica y ha-
brá diligencias judiciales en ese país para
realizar un seguimiento del caso. Comisa-
rio principal declara ante fiscal.

Fiscalía tiene registro de casos denuncia-
dos de víctimas del comercio de personas
hacia España y Argentina. Embajada de
Paraguay en Madrid reconoció que un nú-
mero de paraguayas ejercían la prostitu-
ción,  probablemente vinculadas con la ex-
plotación sexual internacional.
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Denuncia a unas 250 personas involucra-
das en ese delito,  entre ellas jueces,  diri-
gentes religiosos y políticos y empresarios.

La Cancillería paraguaya solicitó una inves-
tigación sobre la trata de personas en rela-
ción a Paraguay a la OIM para tener un
diagnóstico preciso de la situación de nues-
tro país.

Recibió la denuncia de la madre en agosto
y expatrió el cuerpo de la víctima.

Financiamiento del Departamento de Esta-
do de los Estados Unidos y la Administra-
ción para el Control de Drogas como reco-
nocimiento de los esfuerzos que realizan
las autoridades paraguayas para mejorar
la efectividad del combate a estos delitos.

Campaña para el combate del tráfico en
Brasil.

Senado brasile-
ño. Comisión
Parlamentaria de
Investigación.

Secretaría de la
Mujer paraguaya.
Secretaría de la
Niñez y la Adoles-
cencia. Ministro
del Interior.

Secretaría de Re-
patriados. Policía
Nacional. Denun-
ciante: madre de
la víctima.

Embajador norte-
americano John
Keane.

Ministro de Justi-
cia brasileño,
Marcio Thomaz
Bastos. La Orga-
nización de las
Naciones Unidas
contra las Drogas y
el Crimen (Unodc)
en Brasilia.

Hecho Actores Acción implementada

Visita de experto estadouni-
dense del Departamento de
Monitoreo y Combate contra
el Tráfico de Personas para
explorar las posibilidades de
trabajar en el tema en forma
conjunta entre ambos go-
biernos (diario Abc Color, ci-
tado en Mujeres Hoy, 4 de
julio de 2004).

Senado brasileño aprueba el
informe final de la Comisión
Parlamentaria de Investiga-
ción sobre la explotación
sexual de niñas, niños y ado-
lescentes (diario Abc Color,
10 de julio de 2004).

Muerte de joven paraguaya
Elena Ozuna en situación de
trata el 22 de setiembre en
las playas de Valencia, Es-
paña (diario Abc Color, 16 de
setiembre de 2004).

Gobierno de los Estados
Unidos brindará una coope-
ración a Paraguay de
155.000 dólares, que serán
utilizados para eliminar el
tráfico ilegal de mujeres, ni-
ñas y niños en Paraguay por
medio de programas espe-
ciales (diario Noticias, 29 de
setiembre de 2004).

Anuncio de campaña en
Brasil para combatir el tráfi-
co internacional de perso-
nas, cuyas víctimas principa-
les son las mujeres pobres,
a realizarse en forma con-
junta entre el gobierno bra-
sileño y las Naciones Unidas
(diario Abc Color, 7 de octu-
bre de 2004).
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Según el informe sobre tráfico de personas del Departamento de
Estado de Estados Unidos30, Paraguay quedó en el nivel 2 del listado
de observación debido a que es país de origen de mujeres, niñas y
niños que son traficados a Argentina y España con fines de explota-
ción sexual y trabajo forzado. Estimaciones extraoficiales del gobier-
no indican que más de 1.000 paraguayos y paraguayas son víctimas
de tráfico interno y externo31. Según el informe mencionado, Para-
guay “no cumple en forma plena” con los estándares mínimos para la
eliminación del tráfico de niñas, niños y mujeres. En este informe se
focaliza como una región de tráfico a la llamada Tres Fronteras, en la
zona que une Ciudad del Este (Paraguay) con Puerto Yguazú (Ar-
gentina) y Foz de Yguazú (Brasil).

En relación con la cuestión de la trata de personas debe señalarse
que en razón de que la pornografía infantil no está tipificada en el
Código Penal, ésto ha llevado a la impunidad de un caso paradigmá-
tico, en el cual estaba involucrado Milton Xiscatti, cuya extradición
fue solicitada por Estados Unidos debido a 13 demandas en Maryland
por pornografía infantil en internet (sitio www.tinyamerican.com), en
el que abiertamente se exhibía pornografía de niñas paraguayas de
entre 9 a 12 años. Sin embargo, la extradición fue rechazada apelan-
do a un recurso de inconstitucionalidad.

RECOMENDACIONES

Al Estado paraguayo:

• priorizar efectivamente la atención hacia la pobreza y el desem-
pleo como factores que aumentan las oportunidades de trata,
tal como lo señala una recomendación referida a la Cedaw32;

• instalar un sistema de registro unificado de víctimas de trata,
con datos desagregados por edad, sexo, origen, y generar sufi-
ciente información sobre las diferentes formas de trata33;

• desarrollar políticas eficaces  y prácticas para superar los facto-
res de expulsión o vulnerabilidad a la trata de mujeres, con es-
pecial atención a la discriminación de género, como la menor
paga a las mujeres, la desinformación y la violencia social e
intrafamiliar y sexual desde temprana edad;

30 Citado en Diario Abc Color Digital. Edición del martes 15 de junio de 2004.
31 Ibídem.
32 Cedaw. Recomendaciones Generales del Comité de Expertas de la Cedaw, Reco-

mendación General Nº 19 (11º período de sesiones, 1992), inciso 14.
33 Ibídem.
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• penalizar la discriminación para responder a los mandatos de la
Constitución Nacional, que incluye garantías específicas para la
no discriminación en sus artículos 46, 47 y 88;

• desarrollar políticas integrales y coordinadas entre todas las ins-
tituciones del Estado asignando recursos nacionales adecua-
dos para combatir la trata, con “intervenciones planificadas que
incluyan las causas y los procesos asociados a este fenóme-
no”34, incluyendo a las víctimas, sus familias, sus comunidades,
los reclutadores, las redes de traficantes, los explotadores, los
agentes del Estado y la sociedad en general. Esto implica arti-
cular políticas relacionadas sobre migración, pobreza,  empleo,
seguridad, acceso a la justicia, infancia y género;

• revisar el marco legislativo para armonizarlo con la Constitución
Nacional y las convenciones y acuerdos internacionales ratifica-
dos, tales como la ausencia de sanción en el Código Penal vi-
gente de la pornografía infantil, que está contemplada en el Có-
digo de la Niñez y la Adolescencia (2001), que expresa en su
artículo 31 la prohibición de “la utilización del niño o adolescente
en actividades de comercio sexual y en la elaboración, produc-
ción o distribución de publicaciones pornográficas”, especifican-
do que su penalización se realizará conforme al Código Penal;

• establecer un sistema de monitoreo eficaz para enfrentar la falta
de aplicación del marco jurídico existente y las dificultades ge-
nerales de acceso a la justicia, y extender mecanismos de de-
nuncia accesible, como el servicio de denuncia telefónica a car-
go de la Red de Protección y Defensa de la Niñez y la Adoles-
cencia de Ciudad del Este, no sólo para la población infanto-
juvenil, sino también para las mujeres de todas las edades;

• establecer un mecanismo coordinado de consulta y acción en-
tre agentes judiciales, de la Policía Nacional, de Migraciones,
de Relaciones Exteriores, a través de consulados y otros para
atender el tema;

• capacitar a policías y oficiales de justicia, así como al personal
de embajadas y consulados en el exterior, en el marco de un
enfoque de derechos y perspectiva de género para atender a
las víctimas; y

• garantizar la confidencialidad de todas las actuaciones referidas
a la trata para proteger los derechos de las víctimas y facilitar la
denuncia.

34 OIT, resumen ejecutivo del informe “Lo intolerable al corazón humano: acciones
para combatir el tráfico de niños”. Sistema de Información Regional sobre Trabajo
Infantil (Sirti). IPEC/OIT, 2002.
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Para el ámbito regional35:

• desarrollar un plan de acción y marco normativo regional con
una mayor coordinación a este nivel;

• acuerdos bilaterales y multilaterales en áreas prioritarias de co-
operación entre organismos de seguridad, migración y relacio-
nes exteriores de la región, con el establecimiento de mecanis-
mos de retorno seguro para las víctimas traficadas;

• desarrollar procedimientos especiales de intervención, tratamien-
to y protección para las víctimas;

• desarrollar sistemas de registro o “protocolos” consulares uni-
formes que reporten casos de trata a nivel de los Ministerios de
Relaciones Exteriores; y

• producir y difundir información, incluida la implementación de un
adecuado sistema de recolección de datos y de producción es-
tadística, que ilustre sobre la situación de trata.

A las organizaciones de la sociedad civil:

• aumentar los esfuerzos para generar información sobre el fenó-
meno de trata y tráfico de personas, que sirva para proponer y
orientar políticas para el sector;

• coordinar acciones entre las organizaciones del sector de géne-
ro e infancia, pues las mujeres, niñas, niños y adolescentes son
las principales víctimas;

• impulsar y participar en propuestas para la adecuación legislati-
va y de políticas públicas, incluyendo enfoque de derecho y pers-
pectiva de género;

• desarrollar un observatorio de denuncias y monitoreo de la ges-
tión pública con respecto a la trata;

• monitorear la actuación del Estado en relación a los derechos eco-
nómicos sociales y culturales, y la aplicación adecuada y efectiva
de la Estrategia Nacional de Reducción de la Pobreza y las Des-
igualdades (Enred) como factores de prevención de la trata de per-
sonas, incluyendo el enfoque de género en la práctica; y

• respetar la confidencialidad de la identidad e imagen de las víc-
timas de trata en los medios de comunicación para proteger los
derechos de las víctimas y facilitar la denuncia.

35 Hemos tomado como fuente algunas de las recomendaciones planteadas en  “Re-
comendaciones a los Comités Locales de Prevención y Eliminación de la Explota-
ción Sexual Comercial de Niños, Niñas y Adolescentes, Comités Nacionales y las
Comisiones Nacionales de Erradicación del Trabajo Infantil” de SPRANDEL, A.
(coord..) y cols.(2004):  “La explotación sexual comercial de niños, niñas y adoles-
centes.


